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Pereira, nueve de junio de dos mil dieciséis
Acta N° 0         de 9 de junio de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por el señor MARIO ANDRÉS OCAMPO MARIN contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 20 de abril de 2016, dentro de la acción de tutela que inició en contra de COLPENSIONES.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Mario Andrés Ocampo Marino que su padre, Mario Ocampo Posada solicitó ante Colpensiones el reconocimiento y pago de la indemnización sustitutiva, pero falleció mientras se adelantaba el trámite, motivo por el cual, el día 18 de marzo de 2014, en calidad de heredero, solicitó el pago de la prestación solicitada; no obstante, a la fecha no ha obtenido pronunciamiento alguno, motivo por el cual impetró la presente acción de tutela con el fin de que sea amparado su derecho fundamental de petición y como consecuencia se ordene a Colpensiones, dar respuesta a su solicitud.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a la entidad accionada por el término de  (2) días para que se vincularan a la litis, el cual transcurrió en silencio.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado, negó la protección constitucional solicitada por el actor, por considerar que el proceso ordinario laboral es un mecanismo de defensa válido y eficaz al cual puede acudir el actor para lograr el pago de la indemnización sustitutiva, que en calidad de heredero reclama.  Estimó además la juez de instancia que no se acreditó el requisito de inmediatez como presupuesto de procedibilidad, lo cual desdibujó la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permitiese tomar una decisión en otro sentido.
Inconforme con la decisión, el tutelante la impugnó cuestionando el análisis que sobre el principio de inmediatez efectuó la a quo, sin tener en cuenta que Colpensiones tuvo un periodo de gracia decretado por la Corte Constitucional, dentro del cual no se podían iniciar acciones de tutela, al paso que recalca la insatisfacción del derecho de petición, que todavía en la actualidad, se encuentra sin respuesta, por lo que solicita su protección en esta instancia procesal. 
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Es procedente la protección constitucional del derecho de petición que reclama el actor?

¿Se encuentra acreditado el requisito de inmediatez en el presente asunto?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

2. PRINCIPIO DE INMEDIATEZ. 
Resultante de la construcción jurisprudencial, la inmediatez ha surgido como un requisito de procedibilidad para impetrar la acción constitucional dentro de un plazo razonable desde el momento en que se configuró la alegada violación de derechos fundamentales.
Sin embargo, tal exigencia no es la imposición de un término de caducidad, sino que se trata mas bien de un presupuesto que sigue  la naturaleza de esta acción prevista para la protección inminente de derechos fundamentales,  finalidad que perdería sentido si transcurre mucho tiempo desde que surge el hecho o acto vulneratorio. 

En este sentido, precisamente dado el espíritu de esta acción constitucional, en la sentencia SU-961 de 1999 se explicó que: 

“Si el elemento de la inmediatez es consustancial a la protección que la acción brinda a los derechos de los ciudadanos, ello implica que debe ejercerse de conformidad con tal naturaleza.  Esta condiciona su ejercicio a través de un deber correlativo: la interposición oportuna y justa de la acción. 

(…)

Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda.  En el caso en que sea la tutela y no otro medio de defensa el que se ha dejado de interponer a tiempo, también es aplicable el principio establecido en la Sentencia arriba mencionada (C-543/92), según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para beneficio propio, máxime en los casos en que existen derechos de terceros involucrados en la decisión.”

También ha dicho ese Alta Corporación:

“Empero, siguiendo esta misma lógica, la jurisprudencia constitucional también ha considerado que no es procedente alegar la inmediatez en la interposición de la acción de tutela cuando el juez constitucional puede constatar que el desconocimiento del derecho fundamental alegado efectivamente subsiste a pesar del paso del tiempo
, pues la inmediatez en ningún caso puede entenderse como una suerte de caducidad que la Constitución no ha previsto para el mecanismo contenido en el artículo 86 de la misma, argumento que se refuerza en el caso de los derechos pensionales que son irrenunciables (artículo 53 de la Constitución)”
. 
3.   CASO CONCRETO

De acuerdo con el documento que obra a folio 10 del expediente, se tiene que el señor Mario Ocampo Posada, el día 18 de marzo de 2014 radicó ante Colpensiones, solicitud de “Gestión de nómina pensionados –Pago herederos”, aportando los documentos necesarios para que fuera resuelta su petición.  Dicha entidad, en ese mismo instrumento, le informó al peticionario que en un término de 15 días hábiles la Gerente de Nacional de Nómina daría respuesta a su petición, lo que para la fecha de presentación de la acción, no se había efectuado.

Si bien el señor Ocampo Posada tardó casi dos años para presentar la acción, luego de vencido el término del que disponía Colpensiones para atender su reclamación -15 días hábiles-, ello no es óbice para amparar el derecho fundamental de petición, toda vez que, mientras no se dé respuesta a la solicitud elevada persiste la violación de tal garantía constitucional a pesar del paso del tiempo, pues ésta sólo se restablece en la medida que el accionado emita un pronunciamiento de fondo sobre la solicitud presentada, que se itera, no ha tenido ocurrencia.

Y es que, aún cuando la tutelante dejó de acudir ante la jurisdicción ordinaria para reclamar el derecho prestacional, ello no exonera a Colpensiones de su obligación de dar respuesta a la petición, más aún, cuando mantiene la competencia para negar o acceder a las pretensiones del tutelante.

También es preciso indicar que, la única herramienta con que cuentan los ciudadanos para obtener una respuesta a sus peticiones ante el silencio de la administración, luego del vencimiento de los términos de ley, es precisamente la acción constitucional, pues ningún otro mecanismo ordinario concebido por el legislador se encuentra previsto para tal fin.

A lo anterior se suma que, al proteger el derecho de petición del cual es titular el señor Ocampo Marin, se evitaría, en caso de resultar favorable la decisión de su solicitud, la iniciación de un proceso más, ante la ya congestionada jurisdicción laboral. 

Así las cosas, habrá que revocar la sentencia que por vía de apelación se conoce, para en su lugar ordenar COLPENSIONES  a través de la Gerente Nacional de Nómina, doctora Doris Patarroyo Patarroyo,  que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, proceda a dar respuesta definitiva y de fondo a la petición elevada por el señor Mario Andrés Ocampo Marin, radicada en sus instalaciones el día 14 de marzo de 2014, a través del cual adelantó la “Gestión de nómina pensionados –Pago herederos”.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el día 20 de abril de 2016.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho de petición del cual es titular el señor MARIO ANDRÉS OCAMPO.

TERCERO: ORDENAR a COLPENSIONES,  a través de la Gerente Nacional de Nómina, doctora Doris Patarroyo Patarroyo,  que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, proceda a dar respuesta definitiva y de fondo a la petición elevada por el señor Mario Andrés Ocampo Marin, radicada en sus instalaciones el día 14 de marzo de 2014, a través del cual adelantó la “Gestión de nómina pensionados –Pago herederos”.
CUARTO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
QUINTO: REMITIR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
SecretariO
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